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Resumen 

(Selección) 

 

Introducción 

La Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo se celebró en El Cairo 
(Egipto) del 5 al 13 de septiembre de 1994. Delegaciones de 179 Estados participaron en las 
negociaciones para dar forma definitiva a un Programa de Acción sobre población y 
desarrollo para los próximos 20 años. 

En el documento de 115 páginas (en la versión en inglés), aprobado por aclamación el 13 de 
septiembre, se respalda una nueva estrategia en que se destacan los numerosos vínculos 
existentes entre la población y el desarrollo y se centra la atención en la satisfacción de las 
necesidades de hombres y mujeres particulares más que en el logro de objetivos 
demográficos. 

Un elemento fundamental de este nuevo criterio consiste en dar a la mujer las armas 
necesarias para mejorar su situación y proporcionarle más posibilidades de elección 
mediante un mayor acceso a los servicios de educación y de salud y el fomento del 
desarrollo de las aptitudes profesionales y el empleo. En el Programa se aboga por que la 
planificación familiar esté al alcance de todos para el año 2015 o antes, como parte de un 
criterio ampliado en materia de derechos y salud reproductiva; se presentan estimaciones de 
los niveles de recursos nacionales y asistencia internacional que se necesitarán, y se 
exhorta a los gobiernos a que faciliten esos recursos. 

En el Programa de Acción se incluyen objetivos en relación con la educación, especialmente 
de las niñas, y con el logro de una mayor reducción de los niveles de mortalidad infantil y 
maternoinfantil. También se abordan cuestiones relacionadas con la población, el medio 
ambiente y las modalidades de consumo; la familia; la migración interna e internacional; la 
prevención y la lucha contra la pandemia del VIH/SIDA; la información, la educación y la 
comunicación, y la tecnología, la investigación y el desarrollo. 

Tras una semana de intensas negociaciones, la Conferencia alcanzó acuerdo general en 
relación con el Programa de Acción. Durante las dos últimas sesiones plenarias en que se 
logró ese acuerdo, 13 países (el Afganistán, Brunei Darussalam, El Salvador, los Emiratos 
Árabes Unidos, Filipinas, Honduras, Jordania, Kuwait, la Jamahiriya Árabe Libia, Nicaragua, 
Paraguay, la República Árabe Siria y el Yemen) hicieron declaraciones en que formularon 
reservas u observaciones en relación con determinados capítulos, párrafos u oraciones del 
Programa y solicitaron que se tomara nota de ellas en el informe final de la Conferencia 
(A/CONF.171/13). Diez Estados (la Argentina, Djibouti, Ecuador, Egipto, Guatemala, la 
República Islámica del Irán, Malta, el Perú, la República Dominicana y la Santa Sede) 
presentaron declaraciones escritas para que se incluyeran en el informe.  

La Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo fue una conferencia de las 
Naciones Unidas, organizada principalmente por el Fondo de Población de las Naciones 
Unidas y la División de Población del Departamento de Información Económica y Social y 
Análisis de Políticas, de las Naciones Unidas. 



En 1991, el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas estableció un vínculo 
explícito entre la población y el desarrollo cuando adoptó una decisión respecto del nombre 
de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo. El mismo año, mientras 
los preparativos de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo, celebrada en 1992, se centraban en cómo alcanzar el desarrollo sostenible, el 
primer período de sesiones del Comité Preparatorio de la Conferencia Internacional sobre la 
Población y el Desarrollo decidió que la población, el crecimiento económico sostenido y el 
desarrollo sostenible serían los temas de la Conferencia de El Cairo. 

(...) 

 

(...) 

Capítulo IV 

Igualdad y equidad entre los sexos y habilitación de la mujer 

 

A.  Mejoramiento de la condición de la mujer 
La habilitación de la mujer y el mejoramiento de su condición constituyen en sí un fin de 
la mayor importancia y son indispensables para lograr el desarrollo sostenible. Los 
objetivos son: lograr la igualdad y la equidad entre el hombre y la mujer, y permitir que la 
mujer realice plenamente sus posibilidades; incorporar plenamente a la mujer en el 
proceso de formulación de políticas y adopción de decisiones y en todos los aspectos de 
la vida económica, política y cultural, como formuladoras activas de las decisiones y 
como participantes y beneficiarias activas, y asegurar que todas las mujeres, al igual que 
los hombres, reciban la educación necesaria para satisfacer sus necesidades humanas 
básicas y ejercer sus derechos humanos. Entre las medidas recomendadas figuran la 
creación de mecanismos que garanticen la participación de la mujer en pie de igualdad y 
su representación equitativa en todos los niveles del proceso político y de la vida pública; 
promover la educación, el desarrollo de aptitudes y el empleo de la mujer, y eliminar 
todas las prácticas discriminatorias contra la mujer, incluso en el lugar de trabajo y las 
que afectan su acceso al crédito, a la propiedad y a los sistemas de seguridad social. 
Los países deberían adoptar medidas exhaustivas para eliminar todas las formas de 
explotación, abuso, acoso y violencia contra las mujeres, las adolescentes y las niñas. 
Además, cuando se adopten medidas relacionadas con el desarrollo, se debería prestar 
más atención a las múltiples exigencias que consumen el tiempo de la mujer, poniendo 
mayor hincapié en las medidas encaminadas a reducir la carga de las responsabilidades 
domésticas, y en la promulgación de leyes y la aplicación de programas y políticas que 
permitan a los empleados de ambos sexos armonizar sus responsabilidades familiares y 
laborales. 

 

B. La niña 
Los objetivos son eliminar todas las formas de discriminación contra las niñas y las 
causas fundamentales en que se basa la preferencia por el varón, aumentar la conciencia 
pública respecto del valor de las niñas y fortalecer su autoestimación. A esos efectos, los 
dirigentes de todos los niveles de la sociedad deberían manifestarse enérgicamente y 
actuar en forma decidida en contra de la discriminación por razones de sexo en la familia, 
basada en la preferencia por los hijos varones. Se deberían realizar actividades de 
educación especial y de información pública para promover el trato equitativo de niñas y 
niños en lo que respecta a la nutrición, la atención de salud, la educación y las 
actividades sociales, económicas y políticas, así como a derechos sucesorios equitativos. 
Los gobiernos deberían elaborar un enfoque integrado en relación con las necesidades 
especiales de las niñas y jóvenes en materia de salud, educación y necesidades sociales, 
y deberían hacer cumplir estrictamente leyes encaminadas a garantizar que el matrimonio 



se contraiga únicamente con el consentimiento pleno y libre de los interesados. Se insta a 
los gobiernos a que prohíban la mutilación de los genitales femeninos e impidan el 
infanticidio, la selección prenatal del sexo, la trata de niñas y la utilización de niñas en la 
prostitución y la pornografía. 

 

C.  Responsabilidades y participación del hombre 

El hombre desempeña un papel clave en el logro de la igualdad entre los sexos, puesto 
que en la mayoría de las sociedades ejerce un poder preponderante en casi todas las 
esferas de la vida. El objetivo es promover la igualdad de los sexos y alentar a los 
hombres a que se responsabilicen con su comportamiento sexual y reproductivo y a que 
asuman su función social y familiar. Los gobiernos deberían promover la participación del 
hombre y la mujer en pie de igualdad en todas las esferas de la vida familiar y en las 
responsabilidades domésticas, incluidas la paternidad responsable, el comportamiento 
sexual y reproductivo, la prevención de enfermedades de transmisión sexual, y la 
participación y la contribución al ingreso familiar y al bienestar de los niños. Los 
gobiernos deberían adoptar medidas para asegurar que los niños recibieran el apoyo 
financiero adecuado de sus padres, y deberían considerar la posibilidad de modificar sus 
leyes y sus políticas para garantizar el apoyo de los hombres a sus hijos y sus familias. 
Los padres y las escuelas deberían velar por que se inculcaran en los niños, desde la 
más tierna edad, actitudes basadas en el tratamiento respetuoso de las mujeres y las 
niñas como iguales. 

 

 

 

Capítulo V 

La familia, sus funciones, derechos, composición y estructura 

 

La familia es la unidad básica de la sociedad. El proceso de rápido cambio demográfico 
y socioeconómico ha influido en las modalidades de formación de las familias y en la 
vida familiar y ha provocado cambios considerables en la composición y en la estructura 
de las familias. Las ideas tradicionales de las funciones domésticas y de los 
progenitores no reflejan las realidades y las aspiraciones actuales, pues son cada vez 
más las mujeres que en todo el mundo ocupan empleos remunerados fuera de su casa. 
Al mismo tiempo, diversas causas de desplazamiento han provocado mayores 
tensiones en la familia, al igual que los cambios económicos y sociales. 

Los objetivos son, entre otros: a) Elaborar políticas y leyes que presten mayor apoyo a 
la familia, contribuyan a su estabilidad y tengan en cuenta su pluralidad de formas, en 
particular en lo que se refiere al creciente número de familias monoparentales; b) 
Promover la igualdad de oportunidades de los miembros de la familia, especialmente los 
derechos de la mujer y los niños en la familia; c) Velar por que todas las políticas 
sociales y de desarrollo presten apoyo y protección a las familias y respondan 
plenamente a las necesidades cambiantes y diversas de las familias. 

 

A.  Diversidad de la estructura y la composición de la familia  

Se exhorta a los gobiernos a que cooperen con los empleadores en el establecimiento y 
la promoción de medios necesarios para que la participación en la fuerza laboral sea 
compatible con las responsabilidades de los padres, especialmente en el caso de las 
familias monoparentales con niños pequeños. Los gobiernos deberían adoptar medidas 



eficaces para eliminar todas las formas de coacción y discriminación en las políticas y las 
prácticas. 

 

B.  Apoyo socioeconómico a la familia 

Se recomienda a los gobiernos que formulen políticas en que se tenga en cuenta a las 
familias y se les preste apoyo, y que encuentren, en colaboración con las organizaciones 
no gubernamentales y organizaciones comunitarias interesadas, formas innovadoras de 
prestar una asistencia más eficaz a las familias y a las personas que las integran, 
quienes pueden verse afectadas por problemas tales como la extrema pobreza, el 
desempleo crónico y la violencia en el hogar y la violencia sexual, entre otros. 

 

 

Capítulo VI 

Crecimiento y estructura de la población 

 

A.  Tasas de fecundidad, mortalidad y crecimiento demográfico 

El objetivo es facilitar la transición demográfica cuanto antes en los países donde haya 
un desequilibrio entre las tasas demográficas y las metas sociales, económicas y 
ambientales. Este proceso contribuirá a la estabilización de la población mundial. Se 
exhorta a los gobiernos a que presten más atención a la importancia de las tendencias 
demográficas para el desarrollo. Al tratar de resolver las cuestiones relativas al 
crecimiento demográfico, los países deberían reconocer la relación recíproca entre el 
nivel de fecundidad y el de mortalidad, y tratar de reducir los niveles elevados de 
mortalidad infantil y maternoinfantil. 

 

B.  Los niños y los jóvenes 
Se señalan a la atención los enormes problemas creados por las elevadísimas 
proporciones de niños y jóvenes en las poblaciones de muchos países en desarrollo. Los 
objetivos son promover la salud, el bienestar y el potencial de todos los niños, 
adolescentes y jóvenes; satisfacer sus necesidades especiales, incluido el apoyo de la 
sociedad, la familia y la comunidad, al igual que el acceso a la educación, el empleo, la 
salud, la orientación y los servicios de salud reproductiva de alta calidad,  

y alentarlos a que continúen sus estudios. Se insta a los gobiernos a que asignen alta 
prioridad a la protección, la supervivencia y el desarrollo de los niños y los jóvenes, y a 
que desplieguen todos los esfuerzos posibles por eliminar los efectos adversos de la 
pobreza en los niños y jóvenes. Se exhorta asimismo a los países a que promulguen y 
apliquen estrictamente leyes contra la explotación económica y el abuso físico y mental o 
el descuido de los niños. Se insta a los países a que creen un entorno socioeconómico 
favorable a la eliminación de todos los matrimonios y demás uniones de niños y a que 
desalienten los matrimonios a edad muy temprana. 

 

C.  Las personas de edad 
Se exhorta a los gobiernos a que establezcan sistemas de seguridad social que 
aseguren una mayor equidad y solidaridad entre las generaciones y en el interior de una 
misma generación y que presten apoyo a las personas de edad mediante la promoción 
de las familias multigeneracionales. Los gobiernos deberían también tratar de aumentar 
la capacidad de las personas de edad para valerse por sí mismas, de manera que 



pudieran llevar una vida saludable y productiva y hacer uso cabal de las aptitudes y 
facultades que hubieran adquirido a lo largo de su vida en beneficio de la sociedad. Los 
gobiernos deberían fortalecer los sistemas de apoyo y de seguridad para las personas 
de edad, tanto oficiales como no oficiales, y eliminar todas las formas de violencia y 
discriminación contra las personas de edad. 

 

D.  Los indígenas 
Los indígenas tienen una visión característica y de suma importancia de las relaciones 
entre población y desarrollo, que suele diferir de las de las poblaciones con las que viven 
dentro de las fronteras nacionales. Deberían reconocerse las necesidades concretas de 
los indígenas, entre ellas las relativas a la atención primaria de la salud y los servicios de 
atención de salud reproductiva. En plena colaboración con las poblaciones indígenas, se 
deberían reunir datos sobre sus características demográficas e integrarlos en los 
sistemas nacionales de recopilación de datos. Es necesario respetar las culturas de las 
poblaciones indígenas. Las poblaciones indígenas deberían poder administrar sus tierras 
y se debería proteger y renovar los recursos naturales y los ecosistemas de que 
dependen. 

 

E.  Personas con discapacidad 
Aunque ha aumentado la conciencia y el conocimiento del público de las cuestiones 
relativas a la discapacidad, la promoción de medidas eficaces para la prevención y la 
rehabilitación de la discapacidad sigue siendo una necesidad apremiante. Se exhorta a 
los gobiernos a que establezcan la infraestructura apropiada para atender las 
necesidades de las personas con discapacidad, en particular en lo referente a su 
educación, capacitación y rehabilitación; a que reconozcan sus necesidades en materia 
de, entre otras cosas, salud reproductiva, incluida la planificación de la familia y la lucha 
contra el VIH/SIDA, y a que eliminen las formas concretas de discriminación de las que 
pueden ser objeto las personas con discapacidad en relación con los derechos 
reproductivos, la formación de hogares y familias y la migración internacional.  

 

 

 

Capítulo VII 

Derechos reproductivos y salud reproductiva 

 

A.  Derechos reproductivos y salud reproductiva 
La salud reproductiva es un estado general de bienestar físico, mental y social en todos 
los aspectos relacionados con el sistema reproductivo y con sus funciones y procesos. 
Ello lleva implícito el derecho del hombre y la mujer a obtener información y tener acceso 
a métodos de su elección seguros, eficaces, aceptables y económicamente asequibles 
en materia de planificación de la familia, así como a otros métodos de su elección para la 
regulación de su fecundidad, que no estén legalmente prohibidos, y el derecho de la 
mujer a tener acceso a los servicios de atención de la salud que propicien los embarazos 
y los partos sin riesgos. La atención de la salud reproductiva incluye la salud sexual, 
cuyo objetivo es el desarrollo de la vida y de las relaciones personales. 

Los derechos reproductivos abarcan ciertos derechos humanos que ya están 
reconocidos en las leyes nacionales, en los documentos internacionales de derechos 
humanos y en otros documentos pertinentes de las Naciones Unidas, aprobados por 
consenso. Esos derechos se basan en el reconocimiento del derecho básico de todas 
las parejas e individuos a decidir libre y responsablemente el número de hijos, el 



espaciamiento de los nacimientos y el momento de tenerlos, y a disponer de la 
información y de los medios necesarios para ello, y el derecho a alcanzar el nivel más 
elevado de salud sexual y reproductiva. También incluye el derecho de todas las 
personas a adoptar decisiones en relación con la reproducción sin sufrir discriminación, 
coacciones ni violencia. Se debe prestar plena atención a la promoción de relaciones de 
respeto mutuo e igualdad entre hombres y mujeres, y particularmente a la satisfacción 
de las necesidades adicionales y de servicios de los adolescentes con objeto de que 
puedan asumir su sexualidad de modo positivo y responsable. 

Se exhorta a todos los países a que se esfuercen por facilitar los servicios de salud 
reproductiva, mediante el sistema de atención primaria de la salud, a todas las personas 
de edad apropiada lo antes posible y a más tardar para el año 2015. Esa atención 
debería incluir, entre otras cosas: asesoramiento, información, educación, 
comunicaciones y servicios en materia de planificación de la familia; educación y 
servicios de atención prenatal, partos sin riesgos, y atención después del parto, en 
particular la atención de la salud maternoinfantil y la promoción de la lactancia materna; 
prevención y tratamiento de la infertilidad, interrupción del embarazo, de conformidad 
con lo indicado en el párrafo 8.25; tratamiento de las infecciones del aparato reproductor, 
las enfermedades de transmisión sexual y otras afecciones de la salud reproductiva, e 
información, educación y asesoramiento en materia de sexualidad humana, salud 
reproductiva y paternidad responsable. 

Deberían prepararse programas de atención de la salud reproductiva para atender a las 
necesidades de las mujeres y las adolescentes, que entrañaran la participación de la 
mujer en la dirección, la planificación, la adopción de decisiones, la gestión, la ejecución, 
la organización y la evaluación de los servicios. Deberían elaborarse programas 
innovadores para que los adolescentes y los hombres adultos tuvieran acceso a 
información, asesoramiento y servicios de salud reproductiva. Esos programas deben 
educar y facultar al hombre para que comparta por igual las responsabilidades de la 
planificación de la familia y las labores domésticas y de crianza de los hijos y acepte la 
importante responsabilidad de prevenir las enfermedades de transmisión sexual. 

 

B.  Planificación de la familia 
Se recomienda que se adopten medidas para ayudar a las parejas y a las personas a 
alcanzar sus objetivos de procreación; prevenir los embarazos no deseados y reducir la 
incidencia de los embarazos de alto riesgo y la morbilidad y la mortalidad; facilitar el 
acceso a servicios de calidad que sean aceptables y económicamente asequibles para 
todos los que los necesitan y desean recibirlos; mejorar la calidad de los servicios de 
asesoramiento, información, educación, comunicaciones y orientación, y promover la 
lactancia materna para favorecer el espaciamiento de los nacimientos. En el texto se 
destaca que los gobiernos y la comunidad internacional deberían utilizar todos los 
medios de que dispusieran para apoyar el principio de elección voluntaria en materia de 
planificación de la familia. Como parte del esfuerzo encaminado a satisfacer las 
necesidades no atendidas, se pide a todos los países que determinen y eliminen todas 
las barreras importantes que todavía existen para la utilización de los servicios de 
planificación de la familia. Se insta a los gobiernos a que proporcionen, por todos los 
conductos posibles, un entorno propicio para el suministro de servicios de información de 
alta calidad en materia de planificación de la familia y salud reproductiva, en los sectores 
público y privado. Se insta a la comunidad internacional a que adopte de inmediato 
medidas encaminadas a establecer un sistema eficaz de coordinación y servicios a nivel 
mundial, regional y subregional para la adquisición de anticonceptivos y otros productos 
indispensables para los programas de salud reproductiva de los países en desarrollo y 
los países con economías de transición. 

 

 



C.  Enfermedades de transmisión sexual y prevención del virus de inmunodeficiencia 
humana (VIH) 
En la sección C se recomienda que se adopten medidas encaminadas a prevenir y 
reducir la incidencia de las enfermedades de transmisión sexual y a proporcionar 
tratamiento para esas enfermedades, entre ellas el VIH/SIDA, y las complicaciones 
derivadas de ellas, como la infertilidad. Entre esas medidas se incluyen: intensificar los 
esfuerzos en la aplicación de programas de salud reproductiva para prevenir, 
diagnosticar y tratar las enfermedades de transmisión sexual y otras infecciones del 
aparato reproductor; proporcionar formación especializada a todos los proveedores de 
servicios de salud en materia de prevención y diagnóstico de las enfermedades de 
transmisión sexual y de prestación de servicios de asesoramiento al respecto, 
especialmente en relación con las infecciones que afectan a las mujeres y los jóvenes; 
velar por que la información y la orientación sobre una conducta sexual responsable y 
sobre la prevención eficaz de las enfermedades de transmisión sexual y el VIH formen 
parte integral de todos los servicios de salud reproductiva y sexual, y promover la 
utilización de preservativos de buena calidad y distribuirlos, como elementos integrantes 
de todos los servicios de atención de la salud reproductiva. 

 

D.  Sexualidad humana y relaciones entre los sexos 
El objetivo es doble: promover el desarrollo adecuado de una sexualidad responsable 
que permita el establecimiento de relaciones de equidad y respeto mutuo entre ambos 
sexos, y velar por que el hombre y la mujer tengan acceso a la información, la educación 
y los servicios necesarios para lograr una buena salud sexual y ejercer sus derechos y 
responsabilidades en lo tocante a la procreación. Entre las medidas recomendadas se 
incluye el apoyo a actividades y servicios en materia de educación sexual integrada para 
los jóvenes, con la asistencia y orientación de sus padres y en consonancia con la 
Convención sobre los Derechos del Niño, en que se destaque la responsabilidad de los 
varones en cuanto a su propia salud sexual y su fecundidad y los ayude a ejercer esas 
responsabilidades. Las actividades educacionales deberían comenzar en la unidad 
familiar, pero también debe abarcar a los adultos, en particular a los hombres, mediante 
la educación no académica y diversas actividades con base en la comunidad. Los 
programas educacionales también deberían alentar y apoyar el debate activo y abierto 
sobre la necesidad de proteger a las mujeres, los jóvenes y los niños contra los abusos, 
incluido el abuso sexual, la explotación, el tráfico con fines sexuales y la violencia. Se 
aconseja a los gobiernos y las comunidades que adopten medidas con carácter urgente 
para poner fin a la práctica de la mutilación genital de la mujer y proteger a las mujeres y 
las niñas contra todas las prácticas innecesarias y peligrosas de esa índole. 

 

E.  Los adolescentes 
Las cuestiones relativas a la salud reproductiva y sexual en la adolescencia, en particular 
los embarazos no deseados, el aborto en malas condiciones (según la definición de la 
Organización Mundial de la Salud) y las enfermedades de transmisión sexual, incluido el 
VIH/SIDA, se abordan mediante el fomento de una conducta reproductiva y sexual 
responsable y sana, sin olvidar la abstinencia voluntaria, y la prestación de los servicios 
y la orientación apropiados para ese grupo de edad concretamente. También se intenta 
reducir sustancialmente todos los embarazos de adolescentes. En el texto se hace 
hincapié en que los países deben asegurar que los programas y las actitudes de los 
proveedores de servicios de salud no limiten el acceso de los adolescentes a los 
servicios apropiados y a la información que necesiten. Esos servicios deben 
salvaguardar los derechos de los adolescentes a la intimidad, la confidencialidad, el 
respeto y el consentimiento basado en una información correcta, y respetar los valores 
culturales y las creencias religiosas, así como los derechos, deberes y responsabilidades 
de los padres. Los países, con la asistencia de la comunidad internacional, deberían 
proteger y promover los derechos de los adolescentes a la educación, la información y la 
asistencia en materia de salud reproductiva, y reducir considerablemente el número de 



embarazos entre las adolescentes. Se insta a los gobiernos a que, en colaboración con 
las organizaciones no gubernamentales, establezcan los mecanismos apropiados para 
atender las necesidades especiales de los adolescentes. 

 

 

 

Capítulo VIII 

Salud, morbilidad y mortalidad 

 

(...) 

B.  Supervivencia y salud de los niños 
En todas partes se ha progresado mucho en la reducción de las tasas de mortalidad de 
lactantes y niños pequeños. Sin embargo, la mortalidad entre los niños menores de 5 
años muestra variaciones significativas entre las distintas regiones y países, y dentro de 
cada región y país. La pobreza, la malnutrición, la disminución de la lactancia materna y 
la insuficiencia o la falta de servicios de saneamiento y de salud son todos factores 
relacionados con la alta mortalidad de lactantes y de niños pequeños. La supervivencia 
del niño está estrechamente vinculada con el momento, el espaciamiento y el número de 
los nacimientos y con la salud reproductiva de las madres. La edad temprana o tardía, el 
alto número y la excesiva frecuencia de los embarazos son factores importantes que 
contribuyen a las elevadas tasas de mortalidad y morbilidad de lactantes y de niños 
pequeños, en especial cuando los servicios de atención de salud son insuficientes. Por 
consiguiente, en la sección B se recomienda que se adopten medidas para reducir las 
disparidades en las tasas de mortalidad existentes entre países desarrollados y países 
en desarrollo, y dentro de cada país, prestando especial atención a la eliminación de la 
mortalidad prevenible excesiva de las lactantes y las niñas pequeñas. También se 
recomienda que se adopten medidas para mejorar las condiciones de salud y nutrición 
de lactantes y niños pequeños y fomentar la lactancia materna como estrategia para la 
supervivencia del niño. 

En la sección B figuran los siguientes objetivos específicos: para el año 2000, los países 
deberían procurar reducir sus tasas de mortalidad de lactantes y niños menores de 5 
años en un tercio, o bien a 50 a 70 por 1.000 nacidos vivos, respectivamente, si estas 
cifras son menores. Para el año 2005, los países con niveles intermedios de mortalidad 
deberían tratar de conseguir que la tasa de mortalidad de lactantes estuviese por debajo 
de 50 por 1.000 nacidos vivos y la de los niños menores de 5 años por debajo de 60 por 
1.000 nacidos vivos. Para el año 2015, todos los países deberían tratar de conseguir que 
la tasa de mortalidad de lactantes estuviese por debajo de 35 por 1.000 nacidos vivos y 
la de los niños menores de 5 años por debajo de 45 por 1.000 nacidos vivos. Los países 
con poblaciones indígenas deberían lograr que los niveles de mortalidad de lactantes y 
de niños menores de 5 años de dichas poblaciones fuesen iguales que en el resto de la 
población en general. 

En la sección B se exhorta a todos los gobiernos a evaluar las causas profundas de la 
mortalidad infantil elevada y, en el marco de la atención primaria de salud, facilitar 
servicios integrados de atención de la salud reproductiva y de la salud infantil --entre 
ellos programas de maternidad sin riesgo (definidos en una nota de pie de página) y de 
supervivencia del niño y servicios de planificación de la familia-- a toda la población y en 
particular a los grupos más vulnerables y desfavorecidos. Todos los países deberían dar 
prioridad a los esfuerzos por reducir las principales enfermedades infantiles, en particular 
las enfermedades infecciosas y parasitarias, y evitar la malnutrición entre los niños, en 
especial entre las niñas. 



C.  Salud de la mujer y maternidad sin riesgo 
Las complicaciones relacionadas con el embarazo y el parto figuran entre las principales 
causas de mortalidad de las mujeres en edad de procrear en muchas partes del mundo 
en desarrollo, y provocan la muerte de alrededor de medio millón de mujeres cada año, 
el 99% de ellas en países en desarrollo. La edad a la que las mujeres empiezan a tener 
hijos o dejan de tenerlos, el intervalo entre los nacimientos, el número total de 
embarazos a lo largo de la vida y las circunstancias socioculturales y económicas en que 
viven las mujeres son factores que influyen en la morbilidad y mortalidad maternas. 
Aunque aproximadamente el 90% de los países del mundo tienen políticas que permiten 
el aborto en diversas situaciones jurídicas para salvar la vida de la mujer, una proporción 
significativa de los abortos son inducidos por las propias mujeres o se efectúan en malas 
condiciones, y son la causa de un gran porcentaje de fallecimientos de las madres o de 
lesiones permanentes en las mujeres afectadas. 

Los objetivos son: promover la salud de las mujeres y la maternidad sin riesgo; lograr 
una reducción rápida y sustancial en la morbilidad y mortalidad maternas y reducir las 
diferencias observadas entre los países desarrollados y los países en desarrollo, y 
dentro de cada país, y, sobre la base de un esfuerzo decidido por mejorar la salud y el 
bienestar de la mujer, reducir considerablemente el número de muertes y la morbilidad 
causados por abortos realizados en malas condiciones. También se recomienda que se 
adopten medidas para mejorar la situación de salud y de nutrición, especialmente de las 
mujeres embarazadas y las madres lactantes. 

En el documento se exhorta a reducir la mortalidad materna a la mitad de los niveles de 
1990 para el año 2000, y a lograr una nueva reducción a la mitad para el año 2015. Los 
países con niveles intermedios de mortalidad materna deberían esforzarse por conseguir 
que para el año 2005 la tasa de mortalidad materna estuviera por debajo de 100 por 
100.000 nacidos vivos, y para el año 2015 por debajo de 60 por 100.000 nacidos vivos. 
Los países con los niveles más elevados de mortalidad deberían tratar de conseguir para 
el año 2005 una tasa de mortalidad materna inferior a 125 por 100.000 nacidos vivos, y 
para el año 2015 una tasa inferior a 75 por 100.000 nacidos vivos. Todos los países 
deberían tratar de reducir la morbilidad y mortalidad maternas hasta niveles en que ya no 
constituyan un problema de salud. Se exhorta a todos los países a que, con el apoyo de 
la comunidad internacional, aumenten la prestación de servicios de maternidad en el 
marco de la atención primaria de la salud. Todos los países deberían tratar también de 
reducir todavía más la mortalidad materna adoptando medidas para impedir, detectar y 
tratar los embarazos y nacimientos de alto riesgo, en particular entre las adolescentes y 
las parturientas de más edad. Deberían elaborarse programas y cursos educativos para 
lograr el apoyo de los varones a las actividades destinadas a asegurar la salud de las 
madres y la maternidad sin riesgo; se exhorta a todos los países a que procuren con 
urgencia modificar el comportamiento sexual de alto riesgo y elaboren estrategias para 
que los varones compartan la responsabilidad en la salud reproductiva y sexual. 

El texto completo del párrafo 8.25, relativo al aborto, es el siguiente: "En ningún caso se 
debe promover el aborto como método de planificación de la familia. Se insta a todos los 
gobiernos y a las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales 
pertinentes a incrementar su compromiso con la salud de la mujer, a ocuparse de los 
efectos que en la salud tienen los abortos realizados en condiciones no adecuadas 
(definidas en una nota de pie de página) como un importante problema de salud pública 
y a reducir el recurso al aborto mediante la prestación de más amplios y mejores 
servicios de planificación de la familia. Las mujeres que tienen embarazos no deseados 
deben tener fácil acceso a información fidedigna y a asesoramiento comprensivo. Se 
debe asignar siempre máxima prioridad a la prevención de los embarazos no deseados y 
habría que hacer todo lo posible por eliminar la necesidad del aborto. Cualesquiera 
medidas o cambios relacionados con el aborto que se introduzcan en el sistema de salud 
se pueden determinar únicamente a nivel nacional o local de conformidad con el proceso 
legislativo nacional. En los casos en que el aborto no es contrario a la ley, los abortos 
deben realizarse en condiciones adecuadas. En todos los casos las mujeres deberían 



tener acceso a servicios de calidad para tratar las complicaciones derivadas de abortos. 
Se deberían ofrecer con prontitud servicios de planificación de la familia, educación y 
asesoramiento postaborto que ayuden también a evitar la repetición de los abortos." 

(…) 

 

 

 

 

 


